
Corte Constitucional 

Prescriptibilidad de las medidas de seguridad 
La Constitución de 1991 modificó el régimen del Código Penal en lo refe­
rente a la duración indeterminada de las medidas de seguridad. No es 
posible invocar la no recuperación total del inimputable autor de un injusto, 
o la ausencia de apoyo familiar (máxime si ha dejado de ser peligroso 
y está en condiciones de adaptarse a la vida en sociedad), para continuar 
la ejecución de una medida de seguridad. 
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Sentencia de junio 3 de 1992 

Ref.: Expediente T-103; T-377; T-426 
Actores: Luis Francisco Barajas, Luis 
Jesús Cortés González y Bernardo Gó­
mez Sandoval. 

La Sala Segunda de Revisión de la Cor­
te Constitucional, integrada por los doc­
tores El:xJARDO CIFUENTE'S MUÑOZ, JOSÉ 
ÜREGORIO HERNÁNDFZ ÜALINOO y ALEJAN­

DRO MAR11NE:z CABALLERO ha pronunciado 

en nombre del pueblo 
y 

por mandato de la Constitución 
la siguiente 

SEN1ENCIA 

En los procesos de acción de tutela 
de Luis Francisco B. contra el Juzga­
do Primero (1 º) Superior de Bucara­
manga, Luis Jesús C. G. contra el 

Juzgado Once (11) Superior de Santa 
Fe de Bogotá, y Bernardo G. S. con­
tra el Juzgado Segundo (2º) Superior 
de Bucaramanga 

Antecedentes 

l. Los fallos de tutela radicados ba­
jo los números T-103, T-377 y T-426 
fueron seleccionados para revisión por 
la Corte Constitucional y serán exa­
minados mediante este único acto en 
razón de la homogeneidad de los he­
chos y de las pretmsiones de los accio­
nantes, todos ellos inimputables 
condenados por los delitos de homicidio. 

2. Los señ.ores Luis Francisco B., 
Luis Jesús C. G. y Bernardo G. S. han 
permanecido por el término de veintiséis 
(26) aíios y cuatro (4) meses, veinti­
dós (22) aíios y treinta (30) aíios, res­
pectivamente, privados de su libertad 
ccn medidas de seguridad de interna­
ción siquiátrica en manicomio criminal. 
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3. En el mes de noviembre de 1991 los sus­
critos señ.ores B., C. y G. interpusieron, por 
separado, acciones de tutela contra los juzga­
dos que inicialmente los condenaran a medidas 
de seguridad de mínimo dos (2) ai!os y de má­
ximo indeterminado. Citan como violados sus 
derechos a la libertad (C. P., art. 28), a la 
igualdad (C. P., art. 13), a la dignidad de 
la persona (C. P., art. 1), a la prescriptibili­
dad de las medidas de seguridad (C. P, arts. 
28 y 29) y a la seguridad jurídica. 

4. De la acción de tutela ejercitada por el 
señ.or Luis Francisco B. contra el Juzgado 
Primero (1 º) Superior de Bucaramanga, co­
noció la Sala Penal del Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bucaramanga, la cual con­
cedió la tutela pedida y ordenó al Juzgado 
Primero Superior disponer la cesación de la 
medida de seguridad que cobijaba al señor B. 

La Sala Penal del Tribunal Superior basó 
su decisión en las valoraciooes psiquiátricas 
practicadas al sefíor Barajas en 19')(), según 
las cuales "se trata de un paciente anciano 
con el deterioro oormal de su avanzada edad 
Y que no presenta sintomatología en la actua­
lidad, no recibiendo por lo tanto ningún tipo 
de medicación ni presentando problemas de 
manejo". 

A juicio de la Sala, "el condenado, por 
virtud del tratamiento a que fue sometido, 
que prácticamente culminó en el añ.o de mil 
novecientos sesenta y ocho, en el que le fue 
suspendida toda medicación, ha adquirido su­
ficiente adaptabibilidad al medio social en que 
ha de desenvolverse'', por 1o que resulta evi­
dente la cesación de la medida de seguridad, 
en contra del anterior roncepto del Juzgado 
Primero Superior de Bucaramanga ¡ma el cual 
"la duración de la medida de seguridad im­
puesta al enfermo mental permanente depen­
de de su curación (fl. 44)por lo que no amerita 
ningún pronunciamiento''. 

La Sala Penal del Tribunal Superior deBu­
caramanga afirmó que condicionar la suspen­
sión o cesación de la medida de seguridad 
a la recuperación de la salud mental del con­
victo incurable ''equivale a hacerla perpetua 
e irredimible", con lo que se configuraría el 
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desconocimiento del derecho a la libertad, a 
la igualdad ante la ley, a la prescritibilidad 
de las medidas de seguridad, a la seguridad 
jurídica y a la dignidad humana. 

5. El seilor Luis Jesús C. G. presentó di­
rectamente en el Juzgado Quinto (5°) Penal 
del circuito de Santa Fe de Bogotá acción de 
tutela con fundamento en la violación ya men­
cionada. 

En providencia del cinco (5) de diciembre 
de 1991, el juez quinto (5°) penal del circuito 
decidió que la solicitud del señ.or C. G. "no 
puede ser materia de acción de tutela", por 
disponer el afectado de otro medio de defensa 
judicial y ser el Juzgado Once (11) Superior 
de Santa Fe de Bogotá, como autoridad judi­
cial de quien depende la causa, la llamada 
a determinar si edste la supuesta violación 
de los derechos fundamentales del solicitante. 

Impugnada la anterior ¡:rovidencia por el 
interesado, tanto el Juzgado Quinto (5º) Pe­
nal del circuito oomo el Juzgado Once (11) 
Superior de Santa Fe de Bogotá se negaron 
a darle trámíte. El primero por considerar 
que su providencia era un auto de simple trá­
mite en el cual no se resolvía sobre la acción 
de tutela sino que la petición del seilor C. 
G. ''debe interpretarse en sano criterio como 
una nueva solicitud para la suspensión de la 
medida de seguridad". En criterio del segun­
do, el Juzg¡,do Quinto (5°) Penal del Circuito 
sí era competente para resolver la impugna­
ción porque en la decisión del cinco (5) de 
diciembre de 1991 ''está resolviendo adversa­
mente pretensiones del interno C.-0rtés 
González". 

Luego de repetidos envía; y devoluciones 
de las dili!!i'ncias de un juzg¡,do a otro, estas 
fueron finalmente remitidas al Tribunal Su­
perior del Distrito Judicial de Santa Fe de 
Bogotá. Fl Tribunal, como juzgador de se­
gunda instancia, confirmó la providencia del 
cinoo (5) de diciembre de 1991, al estimar "que 
las expresiones utilizadas por el Juzgado Quin­
to (5°) Penal del Circuito en su auto del cinco 
(5) de diciembre no dejan duda alguna de que 
consideró improcedmte la acción de tutela 
en la situación jurídica que atraviesa C. G. y 

que por lo tanto resolvió negativamente ese 
petitum de tutela aunque la misma funciona­
ria se haya negado luego a reconocerlo". 

El argumento central de la decisión del Tri­
bunal Superior se basa en la improcedencia 
de la acción de tutela por cdstir otros recur­
sos o medios judiciales, siendo evidente que 
"el procesado Luis Jesús C. G. dispone aún, 
dentro del proceso que ha motivado su priva­
ción de libertad, de la posibilidad de seguir 
solicitando la suspensión de la medida de se­
guridad que lo afecta y, en el evento de negati­
va por parte del Juzgado Once ( 11) Superior, 
de interponer los recursos legalmente previs­
tos contra una determinación en ese sentido''. 

6. Por su parte, de la acción de tutela inter­
puesta por el sefior Bernardo G. S. contra 
sentencia del Juzgado SegLD1do Superior de 
Bucaramanga del cinco (5) de febrero de 1963, 
conoció la Sala Penal del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bucaramanga. Me­
diante sentencia del veintidós (22) de enero 
de 1992, dicha Sala resolvió denegar la solici­
tud de tutela formulada con el argumento de 
la existencia de una "amarga paradoja -
atribuible a la im¡:revisión estatal- la de que 
siendo innecesaria la reclusión por haber de­
saparecido jurídicamente el motivo que la ge­
nerara, no se la pueda ordenar judicialmente, 
por no darse la condición de hecho, suspensi­
va, impuesta por los facultativos y que los 
falladores no podrían obviar sino aduciendo 
argumentos invalidativos''. 

En efecto, según el Tribunal, "al repasar 
el informativo procesal del peticionario se ob­
serva que desde el afio 72 ha estado suplican­
do se suspenda el internamiento y que desde 
el 79 los peritos conceptúan que el tratanñen­
to de su dolencia podríahacerse ambulatoria­
mente, pero condicionando esta alternativa 
a que un pariente o alguna institución de be­
neficencia quiera recibirlo, ya que por sí solo 
no está en condiciones de poderse valer. En 
el 82 se advierte que aulXlue es remota la posi­
bilidad de que pueda causar daño, las convul­
siones que padece han deteriorado 
notoriamente su mente, por lo que amerita 
de cuidados y atención médica permanente 
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(C. 4, 26). Otros informes con pronósticos 
semejantes se condujeron con ocasión de la 
reiteración del pedimento y solo en el 88 se 
descrepa de los anteriores. En el 89 sin embar­
go se torna a la tendencia precedente, repi­
tiendo que se le puede dar de alta a condición 
de que su familia o alguna entidad se respon­
sabilice de su cuidado, "porque no puede va­
lerse por sí mismo". 

FuNDAMENTOS JURÍDICOS 

l. La dignidad humana, cuya vulneración 
ponen de presente los rechlsos que en esta 
ocasión han ejercido la acción de tutela, es 
en verdad principio fundante del Estado (C. 
P., art. 1). Más que derecho en sí mismo, 
la dignidad es el presupuesto esencial de la 
consagración y efectividad del entero sistema 
de derechos y garantías contemplado en la 
Constitución. 

La dignidad, como prinápio fundante del 
Estado, tiene valor absoluto no susceptible 
de ser limitado ni relativizado bajo ninguna 
circunstancia, lo que a menudo sí acaece con 
los derechos que deben necesariamente coe­
xistir con otros y admiten variadas restric­
ciones. 

La naturaleza de principio que ostenta la 
dignidad humana, impide que su desconoci­
miento pueda ser alegado de manera principal 
y única como causa de la acción de tutela. 
Sin embargo, ella se resiente cada vez que 
una acción u omisión de una autoridad públi­
ca viola o pone en peligro un derecho funda­
mental. Además del quebrantamiento de un 
deredio fundamental, el accionante de la tu­
tela puede invocar -oomo ocurre en el pre­
sente caso- el agravio infligido a su dignidad 
humana, y así el juez podrá apreciar en su 
fallo tanto la conculcación del derecho como 
la profanación de la dignidad. 

2. En bs libelos de tutela se denuncia la 
situación de desigualdad ante la ley a la que 
el Código Penal (arts. 94-96) sujeta a los inim­
putables. Para estos, las denominadas medi­
das de seguridad contemplan un mínimo, pero 
el máximo queda indeterminado. Tratándose 
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de los imputablés. expresión quizá inexacta 
Y que aquí se utiliza solo para contraponerla 
a la de inimputables, la ley al disponer la san­
ción señala un mínimo y un máximo de la pena. 

El artículo 13 de la C. N. establece: 
"Todas las personas nacen libres e iguales 

ante la ley, recibirán la misma protección y 
trato de las autoridades y gozarán de los mis­
mos derechos, libertades y oportunidades sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, 
raza, origen nacional o familiar, lengua, reli­
gión, opinión politica o filosófica. El Estado 
promoverá las condiciones para que la igual­
dad sea real y efectiva y adoptará medidas 
en favor de grupos discriminados o margina­
dos. El Estado protegerá especialmente a aque­
llas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstan­
cias de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometa". 

De la norma transcrita puede inferirse que 
una hipótesis de desigualdad sería la de dedu­
cir consecuencias jurídicas diferentes de si­
tuaciones de hecho semejantes, apelando para 
el efecto a elementos de diferenciación irra­
cionales o arbitrarios. 

3. La naturaleza jurídica de las medidas 
de seguridad, no es tema pacífico en la ciencia 
penal. Algunos sostienen su carácter de pena 
que debe tener por lo tanto tma duración defi­
nida, si no desea desvirtuar el principio de 
legalidad. Otros reconocen en ella una fun­
ción no sancionatoria sino de protección del 
enfermo y de la sociedad, pudiendo levantar­
se o suspenderse cuando aquel no represente 
peligro para esta. 

En materia constitucional, independiente­
mente de su naturaleza, la medida de seguri­
dad que afecta a los inimputables limita sus 
derechos foodamentales en cuanto supone pri­
vación de su libertad, la cual -se encuentra 
justificada en la ley en cuanto hace a la comi­
sión de un delito pero debe de todas maneras 
apreciarse desde el punto de vista de la equi­
dad de trato frente al régimen punitivo ordi­
nario, lo que conduce a analizar si la mü,ma 
viola el principio de igualdad ante la ley. 
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4. La nota diferencial de la medida de 
seguridad, frente a la pena ordinaria, consiste 
en el "máximo indeterminado", que apareja 
la primera. Podría desconocerse la equidad 
de trato y por ende el principio de igualdad 
si, en la limitación de los derechos fundamen­
tales de los inimputables. como consecuencia 
de la aplicación de la ley penal, no obra un 
elemento diferenciador relevante que racio­
nalmente justifique la disparidad de la pena 
ordinaria y de la medida de seguridad en lo 
que concierne a su duración. 

La intención subjetiva presente en el mo­
mento de cometer el delito es el elemento que 
distingue las situaciones en que se ven com­
prometidos los imputables y que está ausente 
cuando la acción es realizada por los inimpu­
tables, incapaces de comprender la ilicitud de 
su conducta y determinarse de acuerdo con 
dicha comprensión. 

La conducta y el agente conforman para 
la ley penal un conjunto unitario que, con 
base en el indicado elemento, es claramente 
distinguible según se trate del imputable o 
del inimputable, de modo que las consecuen­
cias jurídicas -pena y medida de seguridad­
son diferentes y ello es así pues se originan 
en presupuestos diversos. La distinción que 
opera la ley penal, a juicio de la Corte, no 
es arbitraria, máxime si el legislador al otor­
garle mayor peso a la intencionalidad del acto 
ha buscado conferirle más severidad a la pe­
na. De otra parte, la medida de seguridad 
-mirada no a partir de su presupuesto sino 
de su consecuencia- tiene entidad y singula­
ridad propias, explicables por su finalidad re­
habilitadora del enfermo. 

5. La constitucionalidad de la ley no es óbice 
para considerar que su aplicación en una si­
tuación particular puede resultar, atendidas 
las especiales circunstancias presentes, incons­
titucional, y deba prescindirse de darle apli­
cación. Ello ocurre cuando los efectos de 
la ley referidos a una situación singular, pro­
ducen consecuencias contrarias a la propia 
Constitución, en un momento inicial o poste­
riormente. 

6. En los tres casos examinados, los reclu­
sos han permanecido privados de su libertad 
por el término de veintiséis (26) años y cuatro 
(4) meses Luis Francisco B., veintidós (22) 
ailos Luis Jesús C. G. y treinta (30) años Ber­
nardo G. S. En el primer caso el doctor A. 
S., médico psiquiatra del hospital Julio Man­
rique de Sibaté, donde se encontraba recluido 
el señor Luis Francisco B., conceptuó en va­
loración psiquiátrica realizada el 9 de agosto 
de 1990 que "se trata de un paciente anciano 
con el deterioro normal de su avanzada edad 
y que no presentasintomatologia e_n l~ act~a­
lidad, no recibiendo por tanto mngun tipo 
de medicación ni presentando problemas de 
manejo'', habiendo sido suspendida la medi­
cación desde 1968. En el segundo caso, desde 
enero de 1982 el médico E. D., director del 
anexo psiquiátrico de la Penitenciaría Central 
de Colombia había conceptuado que el com­
portamiento del señor Luis Jesús C. G. "es 
tranquilo sin rasgos de peligrosidad, pero to­
talmente ajeno a lo que acontece a su alrede­
dor" ( ... ) "su permanencia en el anexo no 
es necesaria, consideramos de mayor benefi­
cio su traslado a una institución psiquiátrica 
de beneficencia, o si las condiciones le permi­
ten un control médico ambulatorio, bajo la 
responsabilidad de sus fanñliares". Y, en el 
tercer caso desde 1982 se advirtió por parte 
de los especialistas D. M. A. y A. R. G., 
médicos forenses del Instituto de Medicina 
Legal, que "ex~nado el señor bernardo G. 
S., dictaminamos que por su estado normal 
y físico, en la actualidad y en el momento, 
la peligrosidad de que vuelva a causar daño 
en sociedad, es de remota posibilli.ad". 

JURISPRUDENCIA 

tad a las indicadas personas sujetas a las me­
didas de seguridad. Tratándose de convictos 
incurables, exigir su completa rehabilitación 
carece de razonabilidad, debiéndose en justi­
cia supeditar la libertad a la comprobación 
de la no peligrosidad aunada a la adquisi­
ción de un adecuado grado de adaptabilidad 
social. La ausencia de apoyo familiar, por 
sí misma, no es criterio suficiente para mante­
ner indefinidamente privado de la libertad al 
convicto enfermo incurable, que reúne las dos 
condiciones anteriores, y de ser cierta esa cir­
cunstancia el campo de soluciones en un Esta­
do social no puede limitarse de manera tan 
inhumana. Menos atendible es todavía el plan­
teamiento del Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Santa Fe de Bogotá -Sala 
Especial- que no ve vulneración de derecho 
alguno y fundamenta la denegación de la tu­
tela en la posibilidad que el ordenamiento le 
brinda al recluso, enfermo incurable, para so­
licitar periódicamente ante el juez que decretó 
la medida su levantamiento concurriendo la 
causal para ello, que es precisamente lo que 
aquel durante los últimos diez años infructuo­
samente trató de hacer. 

7. En los tres casos examinados, los moti­
vos invocados por los jueces para mantener 
las medidas de seguridad respectivas, carecen 
manifiestamente de razonabilidad. En estas 
condiciones los efectos de la ley, frente a di­
chas situaciones, deben cesar por contrariar 
expresas disposiciones constitucionales Y eri­
girse en afrenta a la dignidad humana en una 
sociOOad democrática y justa. 

8. Según el art. 28 de la Constitución, en 

No obstante lo anterior, los diferentes jue­
ces, pese a las solicitudes de levantamiento­
de las medidas de seguridad, fundadas en los 
dictámenes médicos atrás referidos, se abstu­
vieron de darles curso favorable. Indistinta­
mente se alegó por los jueces ora la solo parcial 
recuperación del enfermo ya la ausencia de 
apoyo familiar que hacía temer por su integri­
dad personal luego de adquirir la libertad. 

ningún caso podrá haber penas y medidas de 
segmidad imprescriptibles. Medidas de segu­
ridad que se prolonguen indefinidamente, no 
obstante que su finalidad se encuentre cum­
plida, adquieren de hecho la .característic~ de 
imprescri¡:tibilidad que repu:lia el ordenanuen­
to constitucional. 

9. El ar. 34 de la Constttución prohíbe la 
pena de prisión perpetua. Supeditar la cesa­
ción de una medida de seguridad impuesta 
a un inimputable incurable a su completa re­
habilitación, sabiendo de antemano que ella es Los motivos alegados de suyo carecen de 

justificación para mantener privadas de liber-
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imposible, equivale a que esta haga tránsito 
a pena perpetua, máxime si se acredita que 
el convicto no reviste peligrosidad y está en 
grado de adaptarse adecuadamente a la socie­
dad. El principio pro libertate obliga al juez 
a escoger la alternativa menos gravosa para 
el recluso. 

10. La prolongación indefinida de las me­
didas de seguridad -en los presentes casos­
vulneró el derecho a la libertad consagrado 
en el art. 28 de la Constitución Política. Si 
bien los jueces al negarse a ordenar la cesa­
ción de las medidas de seguridad, lo hacían 
en desarrollo de precisas competencias a ellos 
atribuidas por el Código Penal, no advirtie­
ron, en las di~erentes situaciones, cómo los 
efectos de la ley contrariaban las menciona­
das disposiciones constitucionales, justo a par­
tir del momento en que perdía sustento la 
razonabilidad de las medidas de seguridad y 
su reiterada negativa a levantarlas producía 
u~a prolongación indefinida e injusta de las 
mismas. 

11. Las violaciones a los derechos funda­
mentales que en los tres casos amparaban a 
los reclusos, inimputables , incurables, aban­
donados sin justificación jurídica y durante 
varios lustros de su existencia en un anexo 
penitenciario cuya precariedad es públicamente 
conocida, evidencian la transformación de una 
pena o medida de seguridad, en un comienzo 
lícitamente impuesta, en pena o medida de­
gradante y cruel y, por tanto, inconstitucional 
(C. P., art. 12). La dignidad humana fue aquí 
desconocida, olvidándose que toda persona, 
en razón de su condición humana, exige igual 
consideración Y respeto y debe reoonocérsele 
capacidad de autoderminación y posibilidad 
de goce de los bienes inapreciables de la exis­
tencia. Tratándose de enfermos incurables 
la autodeterminación y la posibilidad de go~ 
zar de la existencia no les puede ser negada 
y_ellas son las que resulten más adecuadas y 
a1ustadas a su disminuida condición física 
Y mental. Los inimputables , enfermos incu­
rables, pertenecen al grupo de los disminui­
dos físicos, sensoriales y psíquicos y el trato 
que la sociedad y el Estado deben dispensarles 

282 Abril 1992 Nuevo Foro Penal, Ñ0 56 

no es el de ''igual consideración y respeto'' 
sino el de "especial consideración, respeto y 
atención" (C. P, art. 47), precisamente por 
su misma condición y en obedecimiento a los 
principios de respeto a la dignidad humana 
Y de solidaridad, sobre los cuales se edifica 
el estado social de derecho (C. P., art. !). 

12. De acuerdo con lo señalado por el art. 
13 de la Constitución Política y reiterado por 
el art. 47 del mismo estatuto, el Estado debe 
proteger y atender de manera especial a las 
personas con debilidad manifiesta por su con­
dición económica, física y mental. Los con­
victos inimputables sujetos a una injusta y 
prolongada privación de su libertad, cesado 
el motivo de la oorrespondiente medida de 
seguridad, deben ser objeto de la protección 
integral por parte del Estado si se encuentran 
en circunstancias de debilidad manifiesta, tal 
y como ocurre en los tres casos examinados 
en esta providencia. La situación descrita trans­
forma la obligación genérica del Estado fren­
te a las personas débiles o marginadas, en 
obligación específica y hace nacer el correlati­
vo derecho a exigir las prestaciones corres­
pondientes por parte de las personas en quienes 
concurran las circunstancias de debilidad ma­
nifiesta. El estado social de derecho (C. P., 
art. 1) impone la solución señ.alada ante los 
casos de manifiesta injusticia material y vul­
neración de la dignidad humana, cuando ha 
sido el mismo Estado el primero en eludir 
sus compromisos. 

13. El gobierno, a través de los Ministerios 
de J usticiay Salud, deberá ¡resentar dentro de 
los treinta (30) días siguientes a la notifica­
ción de esta providencia los programas de 
atención y protección integral de las personas 
que serán beneficiadas con la cesación de las 
medidas de seguridad y que, en consecuencia 
se reintegrarán a la sociedad en circunstancia; 
de debilidad manifiesta. 

14. La acción de tutela era en las circuns­
tancias anotadas el medio idóneo para impe­
trar la protección de los derechos fundamen­
tales cercenados y para restablecer el respeto 
a la dignidad humana, tanto ·en lo que con-
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cierne a su eficacia como a su efectividad, máxi­
me si se tiene en cuenta que bs medios judicia­
les ordinarios constantemente utilizados por los 
accionante, se revelaron en la práctica como 
insuficientes para proteger sus derechos. 

cial de Bucaramanga del veintidós (22) de enero 

de 1992. 

15. De acuerdo con lo expuesto se procederá 
a confirmar la sentencia de tutela proferida por 
la Sala Penal del Tobunal Superior del Distrito 
Judicial de Bucaramanga del doce (12) de di­
ciembre de 1991 y a revocar la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Santa Fe de Bogotá -Sala Especial- del 
treinta (30) de enero de 1992, así como la sen­
tencia de la Sala Penal del Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bucararnanga del vein­
tidós (22) de enero de 1992. Como consecuencia 
de la revocatoria se deberá producir en cada 
caso la cesación de la correspondiente medida 
de seguridad, a fin de restablecer a los accio­
nantes en el ejercicio de su derecho a la libertad. 
En razón de la condición de debilidad manifies­
ta de las personas mencionadas en esta provi­
dencia, y solamente por esta circunstancia, ellas 
deberán permanecer en el anexo penitenciario 
hasta el momento en que el Estado -a través 
de los ministros imicados y del concurso e in­
tervención de los organismos y personas que 
ellos consideren del caso vincular- asuma la 
protección integral, lo cual deberá producirse 
dentro de los cuarenta y cinoo (45) dias siguien­
tes a la notificación de la sentencia. 

Decisión 

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda 
de Revisión de la Corte Constitucional, 

Resuelve 

Primero. -Confirmar la decisión de la Sala 
Penal del Tribunal Superior del Distrito Judi­
cial de Bucararnanga del doce (12) de diciem­

bre de 1991. 

Cuarto.-Reconocer el derecho a cargo del 
Estado a la atención integral, para la debida 
protección suya y de la sociedad, en favor 
de los señ.ores Luis Francisco B., Luis Jesús 
C. G. y Bernardo G. S, de conformidad con 
los programas que para el efecto deberán pre­
sentarse y los cuales se clli:eñ.arán teniendo 
en cuentalas condiciones económicas, físicas, 
psíquicas, familiares y de todo orden de las 
personas nombradas. 

Quinto.-Ordenar que la protección integral 
que se reconoce se canalice a través de los Mi­
nisterios de Justicia y Salud. En consecuencia, 
los titulares de los dos indicados ministerios 
deberán presentar dentro de los treinta (30) dias 
siguientes a la notificación de esta providencia 
tanto al Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Santa Fe de Bogotá y a la Sala Penal del 
Tribunal Superior dei Distrito Judicial de Buca­
ramanga, así com:, a la Corte Constitucional 
--Sala segunda de revisión- sendos progra­
mas de atención integral que se ajusten a lo 
seilalado en el punto quince (15) de los funda­
mentos jmidicos. En todo caso, dentro de los 
cuarenta y cinco (45) dias siguientes a la notifi­
cación de esta sentencia, el Estado, a través 
de dichos ministerios, deberá haber asumido 
la protección integral de los señores Luis Fran­
cisco B., Luís Je;ús C. G. y Bernardo G. S., 
para ios efectos claramente indicados en el epí­
grafe cuarto de la parte resolutiva de esta provi­
dencia y en los fundamentos jurídicos doce (12), 
trece (13) y quince (15). 

Sexto.-Notificar a los ministros de justi­
cia y salud el contenido de esta providencia 
a fin de que en el término indicado en la mis­
ma se proceda a dar cumplhniento a lo orde­

nado en ella. 

Segundo.-Revocar la sentencia del Tribu­
nal Superior del Distrito Judicial de Santa 
Fe de Bogotá -Sala Especial- del treinta 
(30) de enero de 1992. 

Tercero.-Revocar la sentencia de la Sala 
Penal del Tribunal Superior del Distrito Judi-

Séptimo.-Ordenar que las decisiones que 
deben adoptarse en desarrollo de lo previsto 
en el art. 36 del decreto 2591 de 1991, se con­
formen a lo dispuesto en esta providencia y 
en particu1ar a lo señ.alado en el numeral quince 
(15) de los fundamentos jurídicos. 

Có¡jiese, comuníquese, cúmplase e insérte­
se en la Gaceta de la Corte Constitucional. 
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*** 
COMENTARIO 

La sentencia transcrita presenta no pocos aspectos de es e iaI . . 
Algunos, que podrían ser caracterizados . . , P c .1mportanc1a. 
exclusivo tratamiento or la d . por su on':ntac10n a cuestiones de casi 
inimputables actúan _P • t ?ógmática penal, por eJemplo el referente a que los 

sm m enc1 n, postura muy discutible en la qu I C 
:::yis!~t~~do sustentar una posición válida, no serán objeto de tr:t~e:: :: 

1 
. Obj':to de tratamiento será la exigencia de respeto a la dignidad hum d 

/ e~J~:~~:ednte la sanciódn penal; la, prescriptibilidad de las medidas d:ns:~;:~ 
o asigna o a las rmsmas, 

L La dignidad humana como criterio rector de la ejecución penal 
Para quien sea ale ¡ t · ¡ . 

1 ' no a a erllllno ogia y al discurso propio de lo 1"ur'd" 
y para a mayoría de los iniciad . 1 ico, 
la decisión del T 'b al S ~s en estas cuest10nes, resultaría motivo de escándalo 
por B G S n, un¡ upenor d_e Bucaramanga dentro del trámite propuesto 

· · ·' segun a cual el accronante debía · -
necesidad para ello deb, d . . . permanecer reclmdo sm existir 
y valga la redund;nci 1 o a una 1mprev1s1~n.estatal, en actitud que la Corporación, 

. a, amargamente califica de "amarga paradoja", 
. Lo antenor denota la deificación del texto legal dentro de u . . , 

as1stemática que contrasta con la finalidad q d b, na m!erpre!ac10n 

~ºc:~~o~~: Pd:sil~:i~%1:~~~~~ve:~i; soc_it ;: ¡a::~~:n:~c~:!:~~:;:i: J~~:~~ 
mejorestar dice estar el orde' . unc1. n, .e os cuales, de sus derechos y de su 
de equidad y de justicia el namiento iundico. ~epugna al más mínimo sentido 
posibilidad d q~ se sacnfique la libertad de una persona ante la 

e encontrar una disposición que expre t 1 . 
to, justificando suspender la privación de un d hsamen e so uc1one el ~aso concre-

. d erec o que ya se ha hecho mnecesar· , 

:: :;:~a s!~~n~:::i~:::¿~:~~~~~e!::~1:::~~/e _un edi~cio teóric? q:; 

~pho de) principios.rectores y constitucionales que dem:J:
0
(;~~:d:~!ogo 

es e caso ' la adopción de una solución diferente. en 

la re!:i~~ft:~: ~:= :;!i~:t~!:e~~~~:~ii:ede ~~a 
1
med¡da _de segu~idad se pr?duce 

La discusión inacabada en el medio sob : 1 ~ ar e su¡eto pasivo de la misma. 
predicar de las medidas imponibles ¡ los i:mp::~~er de pendas 1º ~~· que quepa 
de lado que c al · es, no pue e eg1timar el de¡ar 
que por su' c~cimera se~ su car_ácter, existe la mencionada restricción de derechos, 
de legalidad. er sanc1onatono ha de estar sometida, entre otros, al principio 

Dentro de la perspect' d . . 1va comenta a es saludable y necesaria la ado · ' d 
un cnteno que no eluda el sustrato común de penas y medidas: su carácter s~~~~na~ 
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torio; para, a partir de ahí, someterlas a una serie de principios que han de regir 
la ejecución penal en sus distintas modalidades. 

La necesidad de extender a este campo el principio de igualdad ante la ley resulta 
apremiante en el medio, y la Corte trasega por tal camino, como lo explicita en 
el fundamento número 3; además de acudir a un criterio totalmente realista en 
el número 11, al concluir que mantener a los inimputables incurables' 'abandonados 
sin justificación jurídica" en establecimientos de precariedad notoria, torna en ilícita 
la medida que inicialmente contaba con un carácter opuesto. 

La apreciación y valoración de la realidad de la ejecución de la sanción es uno 
de los aspectos más trascendentales de la providencia, en un medio donde la misma 
ha sido desatendida de manera consuetudinaria. Solo atendiendo a la quiebra de 
los postulados que según el art. 12 del C. P. inspiran las penas y las medidas 
de seguridad, podrá construirse una alternativa efectiva al fraude que entre nosotros 
vienen constituyendo tales enunciados. 

2. Imprescriptibilidad de las medidas de seguridad 

Este enunciado constituye en punto a medidas imponibles a inimputables, quizá 
la modificación más importante introducida por la Constitución de 1991. Los distin° 
tos casos analizados en la providencia ponen de presente que entre nosotros las 
medidas habían adquirido un carácter perpetuo, en los eventos en los que se deman­
daba para su levantamiento la curación de quien padecía una perturbación generado-_ 
ra del estado de inimputabilidad, caracterizada por ser incurable. 

Precisamente en estos eventos resultaba de trascendental importancia asentar la 
necesidad de la medida en la peligrosidad del agente: esta podía considerarse ausente, 
no obstante el sujeto no hubiese recuperado la normalidad psíquica. Con todo, 
no parece ser este el fundamento más adecuado, en un Estado democrático, de 
las sanciones a que se hace alusión, como se seilalará en el aparte siguiente. 

El que la medida no puede tenerse por imprescriptible conforme a lo dispuesto 
por el texto constitucional, no significa mucho más que debe fijarse un término 
máximo de duración de la misma, que permíta establecer cuándo no podrá proceder­
se a su ejecución, debido a su no cumplimíento efectivo, a falta de una disposición 
que expresamente seilale el término. Sin ese máximo, como en el régimen del Código 
Penal, arts. 94 a 96, no habrá plazo en el cual prescriba la misma; razón por 
la cual el sujeto estará a perpetuidad sometido a que en cualquier momento se 
le recluya, en función de procurar su "curación, tutela y rehabilitación". Ello ha 
significado, no solo en Colombia sino también en Espaila, hacer de los inimputables, 
ciudadanos de segunda categoría respecto de los cuales es inoficioso e innecesario 
hacer efectiva la garantía de seguridad juridica. En función de este último aspecto 
se encuentra la fijación de un término de prescripción para las medidas de seguridad. 

La situación, con todo, no ha sido satisfactoriamente superada. El hecho de 
que las medidas deban tener un carácter prescriptible, no significa que se haya 
fijado el término en que operará la prescripción; razón por la cual el inimputable 
podrá permanecer recluido en un establecimiento de características similares a los 
anexos siquiátricos de nuestras prisiones, durante veinte o treinta años, tiempo 
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después del cual podrá por fin considerarse cumplida la medida, y que será a su 
vez el limite de operancia de la prescripción; o sea, el tiempo en el cual, de no 
haber comenzado la tjecución de la medida, esta no podrá ser llevada a efecto. 
Ese límite no deja de ser absolutamente irracional si se atiende a la situación a 
que quedará sometido el inimputable, que si en un lapso inferior al señalado no 
ha recuperado su "normalidad mental", seguramente ya no la recuperará; y por 
el contrario, seguirá sometido a un proceso que paulatinamente ha de aniquilar 
su individualidad. 

A partir de esta problemática resulta de trascendental importancia la propuesta 
de algunos sectores doctrinales en el sentido de que se fije un máximo de duración 
a la medida de seguridad, que en ningún caso exceda al que correspondería a la 
pena que por la comisión de un injusto similar se impondría a un imputable. Esta 
propuesta halla sustento en el requerimiento de la Corte para que se brinde al 
inimputable un tratamiento que no resulte más gravoso que el que correspondería 
a quien se encuaitra en condición de comprender la ilicitud de su hecho y de determi­
narse de acuerdo con esa comprensión. De esa forma puede introducirse un criterio 
racional de control a la duración de las medidas de seguridad, el mismo que todavía 
no existe, por el solo hecho de afirmar que las mismas serán prescriptibles, con 
todo y lo progresista que resulte ese primer caso. 
3. Fundamento de las medidas de seguridad 

La Corte Constitucional señala, ai apoyo a la que constituye posición doctrinal 
mayoritaria, que el fundamento de las medidas de seguridad viene dado por la 
peligrosidad del agente. Como se señaló unas lineas atrás, ello posibilitaría una 
consecuencia importante cuando estamos en frente de una persona que padece un 
trastorno incurable: el fin de la medida será establecido por la ausencia de peligrosi­
dad y no por la curación; pues de otra maner a la aplicación de la medida de 
seguridad se prolongaría indefinidamente. 

No obstante, nunca se ha establecido cuál es el mecanismo para determinar la 
mencionada peligrosidad. 

Aunado a ello, en el discurso de quienes han sci\alado. que el fundamento de 
las medidas en cuestión se asienta en el mencionado criterio, subyace una confusión 
que no ha sido superada debidamente: la peligrosidad en definitiva la fundamentan 
en el tratorno del agaite. Si lo que se busca es aniquilar ese potaicial lesividad, 
el suejto será instrumentalizado, cosificado, en aras del posible aseguramiento de 
la no comisión de un futuro injusto. De esa forma, fácilmente se pasa por encima 
de los postulados consagrados en el art. 12 del C. P., que a manera de principio 
rector señala los fines de la medida de seguridad, todos los cuales parecen estar 
en función del inimputable; y que demandan posibilitar la reinserción de aquel 
al medio social, cuando su disfunción sea incurable. 

La asimilación entre enfermedad mental y peligrosidad se ha vuelto imprescindi­
ble, dentro del discurso teórico al que se viene haciendo alusión. No obstante, 
no es entendible que se repugne la peligrosidad en el ámbito de los imputables 
a efectos de la imposición de una pena, por su carácter indemostrable; y pacíficamen­
te se acoja respecto a los inimputables, pára los cuales parece incuestionable su 
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. . nunca se ha explicado satisfactoriamente, sin embargo, es de 
eX1stenc1a. Lo que . l ligr . dad del inimputable: pareciera que su funda-
qué manera puede exphcr~=c~i~e 1::~misión del injusto que mothó la imposición 
mento se encontrara en e . t ue por Jo menos un hecho similar 

~~d:á ':e~!~:'i;e~fdi: ~~:~:r~ªt:~ne:d;:e ese\resenta palpable la identidad entre 

enfermedad y peligrosidad). tr do e tal nexo de necesariedad entre enfermedad 

y d~~~o t:!~;/~::e~asfJr;'.1:~~~;~~%!°::n!:~: ~=!:r:~~~~~o;~:~~t 
turas, todo sujeto que en es 10 . d t nm'nada hasta que de manera irrefutable 
d b , pasivo de una pena in e e ' , 

e e~a~l:era que el individuo se ha resocializado, por la expectativa, aun m~yor 
se es hecho in ·usto sea realizado nuevamente. La pos ura 
en este evento' ~e ':lue un ~e abrir la compuerta a la consideración de 
mayoritaria no s1gmfica otr_a adcosa ql alización del hecho punible, cuestión que 

l agente estaba detenmn o a a re . 1 qu:; años excluir del discurso jurídico en relación con los 1mp'.1tab es. 
co . ºón al hecho por parte del inimputable, es sostenida por el temor 

La det~rm:r:~~nte en una sociedad que solo se siente segura con el aislamiento 
qdue g~ner:e ºpredica qu~ no es encuadrable dentro de las expectativas de c_omp~rtaal-

e qmen ón se acude a un argnmento 1rrac1on 
miento que llamaremos regnlar. Por esa raz ' . mismas características' fren-
e indemostrable, ejerci~ndo 1,1n control q~e tdqu~:~t!~onal demandan tratamiento 
te a unos sujetos que, mclus1ve por man aoco ' 

preferencial. . · d ali-
Establecer el legítimo fun~ento de ~as maled1_dat smdae asectgualund;l pe~¡:::~ a ::ede 

· troducir correctivos sis e · ' 
zar; por lo pt:· u~t '; la medida según la gravedad del injusto cometido, sin 
ser graduar . a rac1 n e e habría prolongado la pena impuesta a un 
exceder el t1empo d1,1ra~te edl cualhs h de siniilares caracteristicas, en la hipótesis 
· t bl por la real12ac1ón e un ec o ¡¡ 
impn a ~ . f de la libertad; en segundo Jugar' pero no por e o 
de que dicha pena sea pnva 1~ canee de la segunda parte del art. 12 del 
menos impor:t_ante, hac~r f!°!.:~¿1 ! función de la mejoría del agente; no de 

;~ i~;r~::e::~~i:~c!: e: función de una seguridad que no se sabe como justificar 

que será puesta en peligro· 
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